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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Álvaro F. Lorenzo. 


MIEMBROS: Señores Representantes Álvaro Alonso, Gustavo Bernini, Diego Cánepa, Luis Alberto 
Lacalle Pou, Jorge Orrico y Javier Salsamendi. 


INTEGRANTES: Señores Representantes Alfredo Asti, David Doti Genta, Gustavo A. Espinosa, Uberfil 
Hernández y Horacio Yanes. 
[nombre] 


INVITADOS: Señores Presidente del Congreso de Intendentes, Cnel. (R) Ambrosio Barreiro, Primer 
Vicepresidente, Ramón Fonticiella, Segundo Vicepresidente, Tabaré Viera, Intendentes 
Municipales de Artigas, Julio Silveira; de Florida, Juan Giachetto; de Montevideo, 
Ricardo Ehrlich; y de Treinta y Tres, Gerardo Amaral; Secretario General de la 
Intendencia de Treinta y Tres, Washington Collazo y Prosecretario del Congreso de 
Intendentes, Humberto Castro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Lorenzo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Damos inicio a la sesión de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración 
integrada con la Especial para Asuntos Municipales y Descentralización, que hoy recibe a una delegación del 
Congreso de Intendentes. Quiero agradecer la presencia del Presidente del Congreso, Intendente Municipal 


de Cerro Largo, Coronel (R) Ambrosio Barreiro, y del Primer Vicepresidente, Intendente Municipal de Salto, 
señor Ramón Fonticiella, quienes concurren acompañados por el Intendente Municipal de Montevideo, 
licenciado Ricardo Ehrlich y por el Prosecretario del Congreso, señor Humberto Castro. Nos comunicaron 
que el Intendente Municipal de Florida, señor Juan Giachetto, el Intendente Municipal de Artigas, señor Julio 
Silveira, y el Intendente Municipal de Rivera, señor Tabaré Viera, llegarán a la brevedad porque estaban en 
otra reunión. Quiero agradecer también al señor Castro la diligencia con que procesó la comparecencia del 
Congreso de Intendentes en esta Comisión. 


El tema es conocido y la idea es recoger la opinión del Congreso respecto de la posibilidad de legislar en 
materia de patente de rodados. Me fue comunicado que el Congreso había llegado a alguna conclusión en 
cuanto a este tema, cuya consideración es prioritaria. Este es el ámbito en el que la Cámara de Representantes 
está discutiendo los dos proyectos de ley que tenemos a consideración, que fueron presentados en distintos 
momentos y por diferentes legisladores. 


SEÑOR BARREIRO.- Agradecemos que nos hayan recibido. Para el Congreso de Intendentes y creo 
que para el sector político en general es importante solucionar el problema de la patente de rodados, 
que nos ha dejado tan mal parados a nosotros. El Congreso de Intendentes trabaja en una cantidad de 
temas importantísimos, respecto de los cuales siempre llegamos a consensos porque perseguimos los 
mismos objetivos. Trabajamos en un ámbito de mucha camaradería, de mucho entendimiento, pero el 
problema de la patente de rodados es la piedra en el zapato. El tema nos preocupa; nos ha puesto ante 
la opinión pública en una situación bastante desairada y creo que es necesario solucionar esto 
definitivamente. 


Con esa intención, el Congreso conformó una Comisión de Seguimiento que está integrada por varios 
Intendentes; algunos de ellos están por llegar, pero ya está aquí el Intendente de Montevideo, que puede 
transmitirles cuáles han sido los avances que podrían permitirnos alcanzar, conjuntamente con el Parlamento, 
una solución definitiva para este problema que tanto nos aflije. 


SEÑOR EHRLICH.- Como acaba de decir el Presidente del Congreso de Intendentes, para nosotros 
este es un encuentro muy importante y estamos muy expectantes ante la posibilidad de que en el 
ámbito parlamentario se encuentre la solución para este problema que se arrastra desde hace mucho 
tiempo. El Congreso de Intendentes, en un ámbito de trabajo conjunto importante, ha asumido con 
responsabilidad el tema, pero las distintas complejidades que plantea nos han impedido lograr una 
solución al día de hoy. 


Voy a hacer un breve resumen de los caminos recorridos por el Congreso de Intendentes y de las 
conclusiones que se alcanzaran en la última sesión realizada el 12 de mayo, en Maldonado con respecto a los 
dos proyectos de ley que están a consideración. 


En primer lugar, en 2005 el Congreso adoptó una primera resolución sobre este tema, definiendo lo que 
llamaríamos criterios de fijación de domicilio vinculados con la patente. Con respecto a esto, en diciembre de 
2005 hubo acuerdo de los 19 Intendentes. Luego de esa resolución, recién en diciembre de 2007 se acuerda 
por 18 votos, con abstención de Colonia, manejar valores únicos de patente a partir de valores de aforo 
acordados anteriormente para los vehículos cero kilómetro que se empadronaran en 2008. Repito que esta 
resolución data de diciembre de 2007. En aquella oportunidad también se fijaron criterios de 
reempadronamiento, apoyados en la decisión adoptada en diciembre de 2005 con respecto a la fijación de 
domicilio, ya se tratara de domicilio real, laboral o empresarial. 


En diciembre de 2007, luego de alcanzado ese primer acuerdo importante, con la abstención de Colonia, se 
entendió que correspondía dar un tiempo para que las autoridades de ese departamento consideraran la 
posibilidad de acompañar esta decisión. Por ello, se resolvió que se esperarían noventa días a los efectos de 
tratar de lograr una unanimidad en el Congreso. 


En la sesión del 31 de enero de 2008 el Congreso, por unanimidad, respalda la decisión que se adoptara en 
2007. Con el respaldo de Colonia, las 19 Intendencias acuerdan esa resolución. En cuanto a los valores de 
empadronamiento de vehículos cero kilómetro en 2008 se agregan criterios generales para los vehículos de 


años anteriores, referidos a que las variaciones que podrían producirse deberían tomar en cuenta la tabla de 
aforos vigente oportunamente acordada, y se fija como tope de variación las variaciones del IPC. 


Al mismo tiempo, en esa sesión donde se logra el consenso de los diecinueve departamentos, se resuelve la 
creación de una Comisión de Seguimiento para verificar y fiscalizar el cumplimiento de los acuerdos. El 12 
de marzo, un mes y medio después, habiéndose verificado que los acuerdos se cumplían en forma parcial, se 
dicta una resolución, propuesta por la Comisión de Seguimiento, que enfatiza la resolución en cuanto a los 
valores de empadronamiento de los vehículos cero kilómetro, y se va más allá en los acuerdos que tienen que 
ver con el reempadronamiento. Se definen una serie de requisitos que deben cumplirse para que un vehículo 
empadronado en una Intendencia se dé de baja antes de ser empadronado en una nueva. Se centran los 
criterios en la fijación de domicilio real, empresarial, laboral o documentos probatorios sustitutivos. 


En una sesión anterior, en abril de 2008, en la localidad de Paso Farías en Artigas, se presentan formalmente 
al Congreso los proyectos de ley. El Congreso toma conocimiento, se informa sobre el cumplimiento de los 
acuerdos y se verifica que queda todavía algún departamento por cumplir con los acuerdos efectuados. Se 
resuelve realizar algunos estudios técnicos de manera de facilitar a los ciudadanos los trámites que estaban 
incluidos en esta serie de resoluciones, fundamentalmente en todo el proceso de reempadronamiento, y se 
recomienda a todas las Intendencias a realizar los controles y fiscalización del cumplimiento de los acuerdos, 
ya controlando las matrículas con especial énfasis en aquellos departamentos en los que según la 
información, no se cumplían. 


(Ingresa a Sala el Intendente Municipal de Rivera, señor Tabaré Viera) 


—— Se presentan los dos proyectos de ley, el que fuera presentado hace un buen tiempo por los 
Diputados Berois, Lacalle Pou y otros, y el de Bernini, Pereyra, Asti y otros legisladores. 


Luego, a partir del análisis de estos dos proyectos, primero en la Comisión de Seguimiento y luego en el 
Congreso en la sesión de mayo último en Maldonado, se resuelve lo siguiente. El Congreso ratifica en todos 
sus términos la vigencia de los acuerdos que les acabo de resumir, y analiza los dos proyectos de ley que 
están a consideración del ámbito parlamentario, el primero del año 2000 y el segundo de abril de 2008. En 
primer lugar, hay un acuerdo general del Congreso en cuanto al espíritu de las dos propuestas y un consenso 
en apoyar una salida parlamentaria mediante una ley que permita resolver este tema. El análisis de los dos 
proyectos concluye en que lo central es coherente y compatible con lo actuado y lo resuelto por el Congreso 
de Intendentes. 


En segundo término, se entendía que el segundo proyecto podía enriquecerse incorporando el artículo 2* del 
primer proyecto que es más sucinto y tiene dos artículos, que le da mayor fuerza a las resoluciones. Se 
entiende conveniente tomar del primer proyecto la aplicación de ese certificado notarial para comprobar 
domicilio y habilitar entonces la impugnación judicial correspondiente. Se consideraba importante incorporar 
en el texto final ese artículo en particular. 


El segundo proyecto, del Diputado Bernini y otros, mereció una diversidad de opiniones. Hay un acuerdo 
general en la sustancia, y los problemas que fueron objeto de diversidad de opiniones refieren por un lado a 
distintos artículos que quedan abiertos para su reglamentación por parte del Poder Ejecutivo. Entendíamos 
que las problemáticas que se plantearon en el Congreso estaban relacionadas con las competencias 
municipales, que podían ser lesionadas de reglamentarse en la forma que estaba planteada. Eso refería muy 
particularmente a los artículos 2*, 3%, y 7” del proyecto. Este último tenía que ver con sanciones, otro con la 
forma de fijar los plazos, y otro con aspectos reglamentarios que quedaban abiertos. 


Frente a esta posibilidad, el Congreso plantea lo siguiente. Por un lado, se entiende conveniente que la ley 
incorpore en su texto la mayor cantidad de aspectos reglamentarios posibles y, por otro, para aquellos 
aspectos reglamentarios que debieran quedar abiertos buscar la manera de facultar al Congreso de 
Intendentes, eventualmente mencionando algún tipo de mayoría especial del Cuerpo a efectos de dar los 
pasos reglamentarios que se consideren necesarios. El énfasis se puso en incorporar a la ley la mayor 
cantidad de aspectos reglamentarios que fuera posible y explorar la forma de complementar los aspectos 
reglamentarios por parte del Congreso. 


Por último, quedaba otro aspecto que fue objeto de opiniones diversas en el seno del Congreso, que tiene que 
ver con el artículo 8%, que también faculta al Poder Ejecutivo la reglamentación de la retroactividad, es decir, 
a partir de cuándo se considera que los vehículos empadronados que no respondan a la nueva normativa 
deben empadronarse en el departamento correspondiente. Ese es un tema que mereció distintas opiniones en 
el seno del Congreso. Por un lado, se consideraba que la reglamentación debería ser objeto en todas esas 
consideraciones que resumí anteriormente y, por otro, se piensa que este era un tema específico que, tal vez, 
pudiera ser resuelto en el seno del Congreso si en la ley se menciona la forma de resolver por votación, por 
mayoría especial, una serie de aspectos reglamentarios. 


En resumen, creo que esto es lo avanzado en el Congreso de Intendentes y lo resuelto en la última sesión, 
reiterando lo que entiendo es la resolución por unanimidad del Congreso: respaldar el camino parlamentario 
de buscar una solución para este tema por la vía legal. 


Este sería un resumen de lo que ha ocurrido en estos casi tres años y de la posición presente del Congreso de 
Intendentes. 


SEÑOR BARREIRO.- Atendiendo a la delicadeza del tema, recomendamos que el proyecto de ley o la 
ley definitiva sea lo más sencilla posible a los efectos de no molestar al contribuyente, no crearle un 
nuevo elemento de gestión y de asesoramiento técnico para cumplir con este tipo de ley. Pedimos que 
sea sencilla, que sea práctica. 


El Congreso se ha basado, fundamentalmente, en el concepto de residencia. Es decir, que el contribuyente 
tiene la obligatoriedad de sacar la patente donde la ley lo diga, y que sea lo más enfática, clara y sencilla 
posible. El Congreso recogió esto también hablando con la gente que nos decía: "Pa", ¡una complicación 
más!". 


Creo que esta sería una recomendación para los señores legisladores. 


SEÑOR VIERA.- Agradecemos a los miembros de la Comisión por recibirnos. 


Solamente quisiera dejar expresado acá lo que he dicho en el seno del Congreso. Es decir, que esto es una 
salida para lo inmediato porque, en los términos en que está planteado en el proyecto de ley, no necesita de 
una reforma de la Constitución. De cualquier manera, entiendo que esto determina una molestia para el 
vecino porque vamos a tener que seguir fiscalizando y pidiéndole algún tipo de documento. 


(Ingresan a Sala los Intendentes Municipales de Artigas y Florida, señores Julio Silveira y Juan Giachetto, 
respectivamente) 


——- Por lo tanto, insisto en que la única solución definitiva para no molestar más a los vecinos y para 
que se termine el famoso tema de "la guerra de patentes", debe hacerse a través de la reforma del 
artículo 297 de la Constitución, pero por ley habría que establecer un valor único de patente para todo 
el país, un valor que, además, sea razonable. 


SEÑOR LACALLE POU.- Finalmente, después de varios esfuerzos del señor Presidente pero también 
del Presidente "ad hoc" tenemos esta reunión. 


Me veo tentado de preguntar la posición del Congreso de Intendentes sobre el seguro obligatorio de las 
motos, cosa que no voy a hacer, porque estaríamos fuera de tema, pero convengamos que daría para "chiviar" 
un rato. 


(Diálogos. Hilaridad) 


Me veo tentado pero la tribuna enseguida ha reprobado mi actitud y no lo voy a hacer; entonces, 
entremos de fondo a lo que hoy nos convoca. 


Me queda claro, según surge de las palabras del Intendente Ehrlich y de las manifestaciones de prensa de 
otros Intendentes, que el criterio debería ser un domicilio en el criterio amplio. El proyecto que nosotros 


manejábamos, del año 2000, habla de residencia, o sea que deberíamos cambiar eso por el domicilio y así 
dejar un margen mínimo de aquel que vive en un lugar, trabaja en otro y tiene un establecimiento o una casa 
de veraneo, es decir, que se pueden dar hasta dos o tres domicilios, según la vida normal de cada persona. 


En el proyecto de la bancada del Frente Amplio se establece un criterio sobre el que me gustaría conversar. El 
ánimo no es el de discutir el articulado cuando hablamos la otra vez, hicimos un "ping pong" inicial, pero 
aquí habla de la circulación habitual y nosotros estimamos inconveniente este criterio por difícil aplicación 
porque cada auto debería tener un "GPS" para saber cuántos kilómetros anda en cada lugar. Nos gustaría, 
como se expresó aquí acerca del tema del domicilio, saber qué se opina de la circulación habitual y si es 
comprobable por un Municipio, cosa que creemos que no. 


Ahora voy a hacer una crítica a nuestro propio proyecto. Establecemos un mecanismo un poco engorroso. El 
Intendente Viera hablaba de molestar lo mínimo a los contribuyentes. Ese es un criterio que debería estar en 
cada puerta de cada Administración cuando se esté entrando. Creo que, haciendo una autocrítica, nosotros 
establecimos un mecanismo complicado, en el que tienen que intervenir escribanos, que los contribuyentes 
tienen que gastar dinero, timbres. Mi pregunta es si cada Municipio puede o tiene, o sería probable para 
documentar, un certificado único de residencia, un certificado que pueda establecer el domicilio cada 
Municipio esto lo conversábamos en una reunión informal que tuvimos con algunos Intendentes blancos, 
algo gratuito, por supuesto. Estamos hablando de que la Intendencia de fe del domicilio, para que los 
contribuyentes no tengan que ir a los escribanos públicos ni gasten en los timbres. 


(Interrupciones) 


El señor Intendente Barreiro, en el mismo sentido que el señor Intendente Viera, habla de 
facilidad en acceder a esto. 


También habíamos planteado que, ante la posibilidad de un cambio de matrículas o un empadronamiento 
nuevo, ahí se produzca esta obligación. Quisiera saber cuál es su opinión al respecto. Creo que las 
Intendencias habían hablado de los autos cero kilómetro, para no molestar nuevamente al contribuyente. 


No sé cada cuánto se renueva el parque automotor, cambia de dueño o se hace una transferencia. Me refiero a 
que deban cambiar cuando tengan que hacer un trámite relacionado con la patente. 


No sé si se logra entender mi criterio. Hablo de: auto nuevo, venta, transferencia de propiedad o cuando se 
cambia el modelo de chapa. Es decir que el cambio se haga en ese momento, o sea, cuando necesariamente 
tengan que vincularse nuevamente con un Municipio, siempre en aras de no molestar a los contribuyentes. 


SEÑOR VIERA.- Quiero hacer una pregunta para entender bien lo que manifiesta el señor Diputado 
Lacalle Pou. 


En el momento en que un inspector de tránsito ve un vehículo circulando, lo ve varios días y lo termina 
parando, para fiscalizar le tiene que pedir el certificado. ¿Es a eso a lo que se refiere?, porque creo que no 
entendí. 


SEÑOR LACALLE POU.- Eso va de suyo. 


Son dos temas distintos. Uno, es cuándo se debe cumplir con la ley. O sea, si ponemos un criterio objetivo 
por el cual cada contribuyente debe cumplir con la ley: cuándo deberá pasar a ser efectivo. Si ponemos un 
plazo anual como establece el proyecto del Diputado Asti, cronológico o, si no, debe hacerlo cuando esta 
persona realice un acto jurídico como puede ser el reempadronamiento, la compra de un auto, la transferencia 
de propiedad o la venta de autos. Voy a contestar la pregunta del señor Intendente Viera, aunque no me estaba 
refiriendo a eso. Hice referencia al certificado único de la Intendencia que podría ser el exigible para que una 
persona empadrone o no el vehículo. 


Por último, también con respecto al proyecto de la bancada de Gobierno, en mi opinión, es inconstitucional el 
artículo 9” en el cual se habla de la fijación de montos máximos y mínimos de los impuestos porque 
claramente atenta contra el numeral 6”) del artículo 297 de la Constitución de la República. Además, el 


artículo 6* del proyecto de la bancada de Gobierno habla de los contribuyentes del tributo "patente de 
rodados", pero esto no tiene significado jurídico porque el tributo "patente de rodados" no existe; lo que sí 
existe es un impuesto a los vehículos de transporte. Por lo tanto, debería ser modificado. 


Básicamente, el centro del asunto me parece que vamos a estar de acuerdo es que la circulación habitual es de 
difícil comprobación en forma jurídica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero informar a la Comisión que han llegado los Intendentes Giachetto y 
Amaral. 


SEÑOR ASTTI.- Antes que nada quiero saludar a los Intendentes que acaban de llegar. 


Con respecto a lo que decía el Intendente Ehrlich en relación a la reglamentación del proyecto presentado por 
la bancada del Frente Amplio, adelanto que no tenemos ningún inconveniente en sustituir los términos Poder 
Ejecutivo por Congreso de Intendentes. Cuando elaboramos el proyecto no podíamos establecer cómo se iba 
a reglamentar porque los Intendentes tienen mucho más conocimiento que nosotros acerca de este tema. Por 
eso, el artículo 10 dice que la reglamentación la llevará a cabo el Poder Ejecutivo dentro de determinado 
plazo con el previo asesoramiento del Congreso de Intendentes. No pusimos Congreso de Intendentes en 
todos los casos porque no sabíamos cómo se iba a manejar el tema. Yo he participado en algunas reuniones 
del Congreso de Intendentes y sé lo difícil que siempre resultó tratar este tema. Por lo tanto, como la 
Constitución no prevé la forma en que el Congreso de Intendentes toma resoluciones, no nos pareció 
adecuado poner directamente las resoluciones del Congreso de Intendentes. 


Ante las manifestaciones de los señores Intendentes, si la ley determina la forma en que se puede resolver 
este tema en el Congreso de Intendentes, a mi entender soy contador, no abogado los colegas que tienen 
formación jurídica podrán establecerlo. El señor Diputado Lacalle Pou adelantó que el intento de dar 
facultades al Congreso de Intendentes, como en el caso del artículo 9%, es considerado inconstitucional. Sin 
embargo, nosotros creemos que, por el interés general, esto podría ser tenido en cuenta, aunque no sería 
conveniente si existe el más mínimo viso de inconstitucionalidad. Simplemente, planteaba esto como una 
posibilidad para discutir con el Congreso de Intendentes, sin ánimo de violar la autonomía municipal. 


Creo que el tema de mantener el status quo actual y solamente fijar este régimen para el futuro deberíamos 
dejarlo en manos del Congreso de Intendentes, pero quiero aclarar que ese no era el espíritu de este proyecto. 
Sabiendo lo que ha pasado en los últimos años en los cuales reiteradamente se han incumplido los acuerdos 
alcanzados, desde Paso Severino hasta ahora, con respecto al empadronamiento fuera del domicilio que ha 
definido el Congreso de Intendentes, los integrantes de la bancada de Gobierno consideramos que no es 
conveniente mantener el status quo y controlar de ahora en adelante. A nosotros no se nos presenta ninguna 
duda pero estamos dispuestos a discutir y a negociar un proyecto final si se parte de la base de que lo que ya 
está, está, y se seguirá empadronando aunque nunca hayan pasado por la puerta de la Intendencia ni por el 
departamento, sino que lo hacen por ser el de menor valor. 


Por supuesto, la voluntad de la bancada de Gobierno es tratar de conseguir el proyecto que mayor consenso 
tenga no solamente a nivel parlamentario, sino, fundamentalmente, a nivel de las diecinueve Intendencias del 
país. 


SEÑOR BARREIRO.- Vamos a entregar a la Comisión la resolución que se trató en la reunión 
anterior del Congreso de Intendentes que recoge la unanimidad de opinión de los Intendentes en ese 
sentido. 


Nosotros hablamos de la necesidad de que fuera algo simple, pero no nos parece correcto que las 
Intendencias den un certificado de domicilio, porque si estamos desconfiando del cumplimiento que ha 
habido por parte de algunas Intendencias, no les vamos dar una herramienta legal para justificar el mal 
comportamiento. Sí creemos por eso lo establecimos en la resolución que se entiende conveniente tomar del 
primero de los proyectos el del año 2000 la aplicación de un certificado notarial para comprobar el domicilio 
y habilitar en su caso su impugnación judicial en los términos expresados en su artículo 2”. Este es el 
elemento fundamental para nosotros. 


Además, puede ser sencillo, porque si no se quiere poner una carga al contribuyente, la Intendencia, a través 
de sus escribanos, puede dar el certificado notarial. Se pueden buscar soluciones, pero tiene que haber un 
documento que haga pensar dos veces a la Intendencia y a los ciudadanos porque van a estar expuestos a una 
impugnación legal. Creemos que este mecanismo en esto discrepamos con el Intendente Viera va a ser una 
muy buena solución. El tiempo lo dirá; y si no es efectiva, habrá que transitar por el camino de la reforma 
constitucional que plantea el Intendente Viera. Nosotros estamos convencidos de que si se establece el 
mecanismo de un certificado notarial que defina cuál es el domicilio correcto y que las Intendencias estén 
expuestas a ser impugnadas, seguramente se podrá transitar por este camino. 


Esta resolución recoge la voluntad del Congreso de Intendentes y se la entregamos para que los integrantes 
de la Comisión puedan estudiar este mecanismo, si es que quieren tener en cuenta la opinión del Congreso de 
Intendentes. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Quiero trasmitirles mi alegría y mis felicitaciones por haber llegado a un 
acuerdo de este tipo en un tema en el que me consta cada uno habrá tenido que ceder mucho. 
Francamente, me parece un formidable ejemplo para el sistema político de nuestro país en general. 


Sobre esa base, quiero plantear una primera aproximación con la idea de buscar una solución que consagre 
estos planteos a los que ustedes han llegado. De todos modos, me parece necesario señalar que la ley, en 
principio por lo menos hasta donde yo puedo verlo; por eso me gustaría conocer vuestra opinión, no puede 
conferir facultades reglamentarias al Congreso de Intendentes, en función de las clarísimas atribuciones que 
al respecto existen en nuestra Constitución que, estoy de acuerdo, tiene muchas rigideces en algunos 
aspectos. 


Reitero: vaya esto dicho con la voluntad absoluta de buscar cualquier solución que permita transitar por estos 
caminos que ustedes están planteando y llegar a algo efectivo. Sinceramente, no podía dejar de consultarlos 
sobre este punto concreto que, estoy seguro, habrá sido analizado en la discusión que ustedes tuvieron. 


SEÑOR CÁNEPA.- Yo me había anotado casi que por lo mismo. 


Antes que nada, quiero agradecer la presencia del Congreso de Intendentes, de todos los Intendentes que se 
han acercado. Me parece que, como dijo el señor Diputado Lacalle Pou, desde hace tiempo ha habido 
esfuerzos para encarar este tema, en particular porque no es nuevo. De hecho, todos sabemos la historia que 
tiene en el país, y algunos proyectos así lo demuestran; debe haber sido objeto de uno de los primeros 
proyectos presentados por el señor Diputado Lacalle Pou en su primera Legislatura, en el año 2000, y aún 
hoy, ocho años después, seguimos con los mismos problemas, que no son solamente políticos sino también 
jurídicos, porque hay discusiones sobre algunos alcances de la norma. 


La idea era retomar la voluntad política del Congreso de Intendentes que para nosotros es muy importante 
expresada en el acta que nos alcanzan y en lo que el Intendente Ehrlich nos trasmitía como consenso y 
acuerdo existentes, más allá de las particularidades de las discusiones puntales que vamos a tener aquí para 
legislar. Todos sabemos que no es lo mismo "residencia" que "domicilio" o "radicación". Vamos a tener que 
tomar algunas definiciones que, obviamente, son discrecionales, porque cuando el legislador decide poner en 
la ley algunas definiciones, con los límites que establece la Constitución de la República, puede modificar lo 
podemos hacer, y será parte de la discusión algunas de las definiciones que ya tiene el Código Civil sobre 
este tema, las que habrá que ajustar a lo que creemos todos que es el objetivo: que esto termine de la mejor 
manera para todos los Intendentes y sea un instrumento que mejore las posibilidades de administración de 
cada uno de ustedes en su departamento. 


La pregunta del señor Diputado Salsamendi trasmitida con su estilo se refiere a que no por mala voluntad, 
nosotros entendemos que algunas potestades solicitadas exceden las que le puede dar la ley al Congreso de 
Intendentes. Si bien podrían solucionar algún problema, en nuestra opinión, no es posible transferir, a través 
de la ley, la potestad de reglamentación o de aclaración de la norma. Inclusive, la Constitución establece que 
cuando hay necesidad de interpretar la ley de forma auténtica, debe hacerlo el Poder Legislativo a través de 
otra ley. Por lo tanto, trasmitir la potestad de reglamentación o de aclaración de alguna laguna, en mi opinión, 
excede claramente las facultades constitucionales que podemos asignar a este órgano. 


Sin embargo, como dijo el señor Diputado Salsamendi, tenemos la enorme voluntad de buscar los canales 
que, dentro de este proyecto de ley, nos permitan generar instrumentos para que no quede algo muy rígido. Ya 
lo decían hoy los Intendentes y me parecía muy importante: no solamente no debe ser complicado para los 
contribuyentes me parece fundamental, sino que debemos pensar en leyes lo suficientemente claras y 
sostenibles en el tiempo para que dentro de dos o tres años no tengamos exactamente el mismo problema, 
porque esta ley nos sacó de un problema hoy pero, como es muy rígida, no nos permite adecuarnos a una 
realidad que puede variar. 


Por eso, con ese desafío que tenemos en conjunto a partir de los textos que se han analizado el del señor 
Diputado Lacalle Pou, del año 2000, y el de algunos legisladores de la bancada del Gobierno, de 2008 y con 
la voluntad que nos trasmite el Congreso de Intendentes, tenemos material suficiente para que rápidamente 
encontremos un texto que nos permita llegar a un acuerdo general sobre este tema. 


Quería hacer estas dos salvedades para que no se trasmita luego, cuando vayamos a legislar, que hubo mala 
voluntad sobre algunas de las intenciones que plantean, porque algunas van más allá de los límites que 
tenemos para el tratamiento de este tema. 


SEÑOR VIERA.- Quiero plantear una duda que se me ocurre ahora. 


No soy abogado; les pregunto a ellos y a los legisladores. En principio, me pareció muy razonable lo 
expuesto por los señores Diputados en cuanto a que no sería posible constitucionalmente delegar en el 
Congreso de Intendentes algún tipo de interpretación. Entonces, empecé a pensar. Cuando el legislador dice 
que el Poder Ejecutivo reglamentará, de alguna manera también está delegando sus potestades. 


SEÑOR ORRICO.- Son dos cosas distintas. Cuando la Constitución crea un órgano y le da 
competencias, después no puede venir la ley a agregarle otras; eso es muy claro. Pero más que eso, en el 
caso del Poder Ejecutivo, la Constitución establece que una de sus potestades es reglamentar las leyes. 
Entonces, ahí no hay inconstitucionalidad alguna sino que es el ejercicio de lo que la Constitución 
quiere. Por ejemplo ya que tengo un médico a mi derecha, en materia de leyes que tengan que ver con 
la salud, gran cantidad de cosas se dejan libradas a la reglamentación, precisamente por el dinamismo 
que la materia tiene, pero a partir de un esquema general en el cual el Poder Ejecutivo tiene que 
moverse. Si el Poder Ejecutivo hiciera algo en la reglamentación que estuviera en contradicción con lo 
que la ley le estableció, sería abiertamente inconstitucional; en cambio, el Congreso de Intendentes está 
creado como un órgano que toma decisiones políticas y no puede reglamentar una ley. 


SEÑOR VIERA.- De pronto no me expresé bien al decir "reglamentará". Obviamente, el Congreso de 
Intendentes no puede reglamentar una ley, pero es un órgano constitucional que en aquellas cosas que 
son de su órbita puede tomar decisiones políticas. Si la ley le otorga facultades no de reglamentar sino 
de aclarar como dice acá algunos aspectos sobre los que pueda haber dudas, se las está otorgando la 
propia ley. 


SEÑOR ALONSO.- Sin perjuicio de hacer después un comentario general sobre el tema que nos 
preocupa, quiero hacer un aporte sobre lo que se ha planteado. 


Esta suerte de pequeño conflicto de intereses que aparecería se resuelve con mucha facilidad. La 
reglamentación siempre es de cuenta del Poder Ejecutivo, y eso es lo que tiene que establecer la ley; podría 
no establecerlo y, de todas maneras, el Poder Ejecutivo podría reglamentar. Sin perjuicio de ello, para que 
quedase plasmada la voluntad de escuchar cuál es el interés de los Intendentes, se puede remitir en la ley a 
que la reglamentación la llevará a cabo el Poder Ejecutivo en consulta o asesorándose con el Congreso de 
Intendentes, y se resuelve el problema. Yo calculo que, de hecho, el Poder Ejecutivo lo haría, pero el tema se 
resuelve por esa vía. 


SEÑOR SILVEIRA.- Permítanme decir que es una satisfacción para mí estar aquí, entre ustedes, con 
la mayoría de los cuales fuimos compañeros, al igual que con algunos Intendentes. 


Cuando nos encontramos con estos términos según los cuales se trasladaba varios de los aspectos del 
proyecto de ley a la reglamentación, la Comisión, interpretando lo que el Congreso en su momento nos había 
indicado, no lo quiso dejar tan abierto a la reglamentación del Poder Ejecutivo. 


Entonces, como esta era una hoja de ruta para que los legisladores conocieran la posición del Congreso de 
Intendentes en cada uno de los aspectos, quisimos dejar abierta la posibilidad que plantea el señor Diputado 
de que ustedes supieran que estamos receptivos a ese tipo de recursos, es decir, a establecer que se podrá 
requerir nuestra opinión. Cabe aclarar que en este sentido hemos establecido determinada mayoría para que la 
opinión que se emita sea representativa del Congreso como tal 


En ese sentido, nosotros mismos nos limitamos en nuestra capacidad de opinar, estableciendo que cuando se 
nos pida alguna opinión o se nos traslade algún tipo de responsabilidad en esta cuestión, la decisión que 
tomemos deberá tener, por lo menos, el apoyo de las tres quintas partes del Congreso; de esa forma, el 
asesoramiento tendrá realmente un respaldo fuerte. 


Como integrante de la Comisión que redactó esto en una primera instancia, quiero aclarar que la idea era, 
precisamente, la que acaba de señalar el señor Diputado Alonso. 


SEÑOR ALONSO.- Además de realizar ese aporte y compartirlo con la delegación, quiero hacer un 
comentario respecto a esta situación. 


No creo que esto pueda ser tomado como un fracaso del Congreso de Intendentes; quiero decírselo a los 
Intendentes que están aquí. Evidentemente, en este caso se está dando participación al Parlamento para 
resolver temas que son municipales. Quizá la dificultad consiste en tratar de que congenien los diecinueve 
Intendentes, lo que hasta el momento ha sido imposible. 


Algunas veces, el ordenamiento de la sociedad reclama la participación, no de un órgano de alzada el 
Parlamento no lo es sino de un órgano nacional como el Poder Legislativo para resolver un problema. Por lo 
tanto, me afilio a la tesis ya fue presentada y creo que es compartida por todos de que debemos elaborar una 
ley marco, muy sencilla y simple, que dé certeza jurídica para que obligue a todas las Intendencias. 


Sin embargo, hubiera preferido lo digo con honestidad y frente a los Intendentes que este tema hubiera sido 
resuelto por el Congreso de Intendentes, que ha sido recientemente institucionalizado. Pienso que ese hubiera 
sido el camino más adecuado. Sin perjuicio de ello, entiendo que fue oportuno el planteo del señor Diputado 
Lacalle Pou de tratar de resolver este tema por la vía legal. 


SEÑOR FONTICIELLA.- Creo que a partir de la discusión va tomando forma el posicionamiento. 


Me permito expresar que la intervención del Parlamento es muy bienvenida, por varias razones. Una de ellas 
es por lo que el Parlamento significa para nosotros los uruguayos, pensando en la época artiguista, cuando los 
problemas se resolvían en los congresos de la Patria Vieja. Por lo tanto, es muy bueno que los representantes 
del pueblo tengan su participación en este tema, y es bienvenida. 


Además, creo que es formalmente conveniente y ordenado que intervenga, porque me da la impresión alguna 
vez he hablado de este tema con gente que sabe bastante más de leyes que yo que de que de esta manera el 
Parlamento cumple con su misión de reglamentar, de ordenar mediante la ley aspectos constitucionales que 
están laxos. 


Es cierto que como Intendentes quizás deberíamos haber solucionado este problema, pero es como en el 
fútbol: cuando un cuadro quiere jugar y el otro tira la pelota para afuera, no juega ninguno de los dos. 


Cuando en una país pequeñito veo que el señor que vive al lado de mi casa y toma mate conmigo tiene su 
BMW empadronado en otro departamento y que el señor de enfrente, que va en una moto a trabajar en una 
obra, paga la patente donde vive inclusive, el señor del auto rompe más las calles que el de la moto, me doy 
cuenta de que es bien necesario reglamentar mediante una ley el ordinal 3%) del artículo 297 de la 
Constitución y ayudar a ordenar el artículo 46 de la Ley_N* 9.515, donde se hace referencia a los rodados de 
manera muy poco específica como una de las fuentes legales de ingresos. 


Queda claro que cobrar patente a los vehículos que circulan en un lugar es legal. ¿Cuál es el objetivo de que 
la Intendencia cobre ese impuesto? Generar los recursos que establece el artículo 297 de la Constitución. 
Pero, ¿cómo genera los recursos si las normas que la moral impone no se cumplen y no existen las normas 
que la ley expresamente especifica? Podemos y debemos cobrar patente pero, ¿dónde? ¿Cómo? En virtud de 
esto cada uno paga la patente donde quiere o donde cree que le resulta más barato pero anda por las calles 
que se le antoja. 


En este acto, el país, a través de su Cámara de Diputados, propone establecer dónde se debe pagar la patente 
para cumplir con el objetivo que este tributo tiene. Cobrar patente no significa meter la mano en el bolsillo 
del contribuyente sino que quien tiene suficiente y la necesidad de circular por una calle que la sociedad en 
su conjunto paga, es razonable que, por ser quien más la usa, pague la patente para arreglar la calle. Esto es lo 
que en este momento no sucede. Actualmente, circulan en todo el país vehículos de diferentes lugares, y lo 
hacen con una habitualidad que se puede probar en la práctica; no estoy hablando desde el punto de vista 
jurídico. 


Entonces, si hay una habitualidad y si se genera hasta las condiciones de domicilio y demás establecidas en el 
Título ll del Código Civil, es claro que tenemos las herramientas para poder ejercitar el derecho de cobrar la 
patente donde se cumpla el objetivo, que es pagar donde se usa. A nadie se le ocurre ir a pagar el saco a un 
comercio donde no lo compró; lo paga donde lo compró. 


De esta forma, ustedes le están dando una mano muy grande al país para que quede claro dónde hay que ir a 
pagar el saco: donde uno lo compró. 


En este sentido, con el máximo de los respetos voy a permitirme dejar no una sugerencia sino una aspiración. 
Es cierto que la ley debe ser sencilla, simple y clara; por supuesto que sí. Sin embargo, con todo respeto me 
permito pedir que no sea laxa, que no sea un colador al que le echemos agua y solo quede aquella que acertó 
a no pasar. El propósito es que quienes debemos cumplir con el constitucional derecho de cobrar los 
impuestos podamos hacerlo y no existan caminos de evasión. 


En lo personal, comparto el texto de los artículos 2” y 3%, que hacen referencia a la circulación habitual. La 
circulación habitual es perfectamente probable. Es más: hasta habría que cuidar algunos detalles. Este es el 
caso de quienes, con domicilio fiscal o civil no sé cuál es el término empadronan en un lugar como 
Montevideo donde hay grandes empresas, pero esa flota está al servicio de un departamento del interior. 
Donde circulan habitualmente, es donde deberían pagar su matrícula. Puse como ejemplo Montevideo 
porque, en general, no es uno de los lugares más apetecibles para pagar la patente. 


En el interior acá somos muchos del interior todos nos conocemos y sabemos muy bien dónde vive la persona 
y por qué tiene patente de otro lado. Esto ayuda a que se acote, se delimite, el terreno de la facultad que la 
Intendencia tiene para cumplir con la Constitución y con la Ley N* 9.515 a los efectos de recaudar. 


SEÑOR LACALLE POU.- El impuesto es el más feo de todos los tributos, porque no exige 
contraprestación ninguna. Quien administre según su posibilidad o su facultad, volcará o no a la 
construcción o reparación de calles. Pero, precisamente, el numeral 6%) del artículo 297 de la 
Constitución establece que es un impuesto y no le da ningún destino. Por eso lo de la circulación 
habitual no necesariamente está vinculado con... 


(Dialogados) 
SEÑOR ORRICO.- No quiero entrar en la discusión, pero tampoco quiero ser omiso. 


Está bien que un impuesto no tiene finalidad precisa, salvo que la ley lo determine. Estamos de acuerdo con 
eso. Lo que es muy claro es que este impuesto aun cuando no hubiera ley; eso ya lo dije y no lo vamos a 
discutir ahora es de las pocas fuentes de ingreso que tienen las Intendencias. Entonces, va de suyo que quien 
lo paga es quien allí vive porque, de lo contrario, yo voy a terminar pagando mi contribución inmobiliaria en 
Artigas ya que es más barata que la que tendría que pagar por vivir en el Prado. 


SEÑOR LACALLE POU.- Continúo con el numeral 6%) del artículo 297 que finaliza estableciendo: " 
[...] y a los vehículos de transporte". Allí es donde está establecido este impuesto. 


Lo que dice el señor Diputado Orrico es lo que yo estoy diciendo. Por eso hablamos de domicilio. El 
impuesto está totalmente desvinculado con la acción posterior del gobernante; es distinto a la tasa, distinto a 
la contribución especial, distinto a un precio, distinto a cualquier otro tributo. Por eso es el más feo, porque 
cuando uno lo paga, puede venir o no o volver a la forma en que a la Administración mejor le parezca y 
mejor pueda cumplir. 


Por ese motivo, deslindo lo de la circulación habitual. Me parece que todos nos venimos juntando en ese 
concepto probable, que es el domicilio en sentido amplio. Recién el Intendente Fonticiella decía: "fiscal, 
personal". El domicilio en criterio amplio es todo lo que establece el Código Civil. Insisto en que el otro día 
se lo decía a mi colega Asti la circulación habitual no corresponde ni la puede comprobar. Le vamos a 
generar un trabajo extra a la Intendencia que no lo va a poder hacer, porque no tiene los recursos humanos ni 
técnicos. Es más: ficticiamente diría que tendríamos que poner un GPS en cada vehículo y a fin de mes, 
cuando se junta el Congreso de Intendentes, habría que ver cuántos kilómetros hizo la persona en cada 
departamento para así poder cobrar. 


El señor Diputado Orrico fue muy enfático. Es pacíficamente aceptado que el criterio de domicilio es el más 
perfecto de la imperfección que va a tener cualquier norma que regule una conducta humana, y más en este 
sentido. 


SEÑOR SILVEIRA.- Quiero dejar claro un concepto sobre el que el Intendente Fonticiella ya ha 
incursionado: el acuerdo existe. Creo que esto es muy loable y habla bien de la acción del Congreso. El 
Congreso ha alcanzado un acuerdo. Lo que nosotros estamos haciendo acá como decía muy bien el 
Intendente Fonticiella es dar el respaldo a la ley para obligar a su cumplimiento cuando no ya la 
veleidosa probidad de los hombres pero sí su veleidosa inclinación a no perder recursos, haga que los 
Intendentes busquen alguna forma de no cumplirla o corramos ese riesgo. 


Esto tiene que quedar bien claro para el prestigio del Congreso y para la tranquilidad de conciencia de los 
legisladores que para nada están incursionando en temas que no les competen, sino todo lo contrario: nos 
están respaldando en decisiones que nosotros ya hemos tomado y que tienen que ser respaldadas por normas 
legales que se cumplan, ya que nosotros, precisamente, no tenemos esa condición de hacer que nuestras 
resoluciones tengan carácter coercitivo. Esto es importante y nos sitúa. 


Quiero hacer un aporte, a los efectos de que lo tengamos en cuenta. En su momento, el tema se planteó en el 
seno de la Comisión y después resolvimos soslayarlo. Me refiero al grado de responsabilidad que también se 
otorgue a las Intendencias, a la obligación que también demos a las Intendencias. En ocasión de discutir los 
temas referidos a la devolución de lo cobrado cuando se constate que ello no correspondió, dijimos que 
íbamos a generar problemas entre las Intendencias. Estoy razonando en voz alta y no quiero agregar temas 
que compliquen el asunto. Cuando el señor Diputado Lacalle Pou y otros hablan de la molestia al 
contribuyente y de tratar de hacerlo lo menos posible, en eso va también la necesidad de que la Intendencia se 
sienta responsable en hacer cumplir esos requisitos eficientemente. 


Yo sé dónde están los que empadronaron en Colonia y viven en Artigas. Los conozco desde siempre; como 
dijo el Intendente Fonticiella, tomo mate con ellos. "Andá a lo de Fulano que anda en una camioneta 
empadronada en Colonia y notificalo"; se trata de un departamento pequeño. Ahora, no sé si podrán llevar el 
control tan fácilmente los Intendentes Ehrlich y Carámbula. Cuando el Inspector pida el documento a la 
persona, van a tener que decirle: "Muéstreme el certificado notarial que usted presentó, que establece que no 
reside acá, sino en Colonia". Eso sí le genera al contribuyente un problema adicional. A nosotros no, porque 
sabemos quiénes son; el Inspector para a la persona en la calle y solo le pide el documento del auto. Me 
pregunto cómo sabe el Inspector de Montevideo que aquel señor no reside en la capital. Le tendrían que pedir 
el certificado notarial, el recibo de OSE. Pensemos también responsabilizando de alguna manera a la 
Intendencia que está omisa en cuanto a la exigencia cuando se va a hacer el empadronamiento que esto va en 
función de liberar un poco al contribuyente de la molestia que se le causa. 


Hice un razonamiento en voz alta y un aporte. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el Parlamento, al tratar estos proyectos de ley, estas propuestas o, 
inclusive, el acuerdo al que llegó el Congreso de Intendentes tiene que manejarse dentro de los límites 
que le marcan sus facultades constitucionales. Esto no lo digo para limitar las posibilidades de legislar, 
sino para adelantar que la discusión que tendremos llegado el momento será para dilucidar qué 
podemos regular y qué no. 


La potestad tributaria municipal está claramente establecida en el artículo 297 de la Constitución, que con 
respecto a los recursos dice "decretados y administrados por estos", o sea, por los Gobiernos 
Departamentales. El Parlamento no puede definir puede ser opinable el énfasis sanciones ni alícuotas. En 
consecuencia, hay un espacio de la potestad tributaria departamental en el que no podemos entrar. A tal punto 
es así que cuando en la Constitución se establece dónde podemos entrar se lo determina expresamente, 
haciendo referencia a la contribución inmobiliaria rural. 


Tenemos sobre la mesa dos proyectos con distinto enfoque que intentan resolver el mismo problema; vamos a 
tratar de trabajar de manera colaborativa. Uno de los proyectos apunta a dar certeza al contribuyente, 
intentando que sepa en función de qué criterios tiene derecho a empadronar; este es el más simple. El otro 
proyecto también establece esos criterios y algunos referidos a la circulación, pero agrega otros criterios y 
regulaciones. Lo ideal sería que los Gobiernos Departamentales hubieran llegado a un acuerdo que hubieran 
podido implementar con la aprobación de sus respectivas Juntas Departamentales. Pero como el solo hecho 
de que haya una Intendencia que diga que no o que complique hace que esta posibilidad sea imposible de 
concretar, hay que tener cuidado de no buscar una solución cuyo grado de complejidad habilite a que esto 
ocurra de nuevo porque terminemos dictando una ley inconstitucional, en el mejor de los casos. 


(Interrupciones) 


Pero si la ley entra en una materia que es de estricta competencia del Gobierno Departamental 
estaremos complicados. 


¿Qué puede hacer el Parlamento? Algo que creo que cualquier ley debe declarar expresamente. Yo parto de 
una posición a priori: no me gusta que la ley entre a regular materia municipal, pero si queremos solucionar 
un problema, vamos a buscar los espacios de actuación que tiene cada uno, precisamente, para no generar un 
problema adicional al que queremos resolver. De acuerdo con el numeral 20) del artículo 85 de la Carta, El 
Parlamento, el Poder Legislativo, puede interpretar la Constitución. Ese es el camino. El numeral 6”) del 
artículo 297 hace referencia "a los vehículos de transporte", como dijo el Diputado Lacalle Pou. La Ley 
Orgánica Municipal, otras regulaciones y las regulaciones propiamente municipales los decretos de las Juntas 
Departamentales establecen qué quiere decir eso, pero la ley podría definir a qué se hace referencia cuando se 
habla de los vehículos de transporte. Digo esto porque, ¿cuáles son los vehículos de transporte? ¿Los que 
pasan por el departamento? ¿Los de quienes viven en el departamento? ¿Los que se compran en el 
departamento? Obviamente, tenemos que manejarnos con criterios de razonabilidad; una expresión no puede 
ser un chicle. 


Por ese lado hay algún mecanismo posible aunque, por supuesto, también tenemos que tener en cuenta la 
practicidad, la viabilidad práctica en cuanto a los controles. Por ejemplo, se podría optar por una ley que 
estableciera el criterio de la circulación, que podría ser el más justo, ya que si bien comparto el criterio del 
Diputado Lacalle Pou en cuanto a que un impuesto no tiene contraprestación, es claro que la potestad 
tributaria municipal en materia de vehículos de transporte está relacionada con el hecho de que a la 
Intendencia le corresponde arreglar las calles. Está claro que vamos por ahí, pero tienen razón en cuanto a 
que podría no arreglar las calles; la Intendencia podría cobrar la patente pero no reparar las calles. También 
podría hacer otra cosa, porque es potestad tributaria municipal: podría no cobrar patente y arreglar las calles. 
Repito: podría pasar que una Intendencia dijera: "Renuncio a la recaudación de este tributo". Insisto: es una 
potestad tributaria departamental; no hay una obligación de cobrar ese tributo. Lo digo porque aquí se 
manifestó que habría una obligación en ese sentido pero, en realidad, ni siquiera es necesario definir la 
existencia del tributo. 


Si a mí me preguntaran cómo se soluciona este tema diría que a través de un mecanismo idéntico al de la 
contribución inmobiliaria rural, pero habría que establecerlo en la Constitución, porque en la Constitución no 
está. 


(Interrupciones) 


Una ley constitucional tendría que ser plebiscitada. Estoy de acuerdo con que sería la solución 
para este problema, pero no está sobre la mesa. Si estamos para contribuir en esto lo que tenemos que 
tratar de encontrar es una solución consensuada y, si estamos todos de acuerdo, mejor. Obviamente, si 
los 19 Intendentes estuvieran de acuerdo, el Parlamento podría resolver algo en la medida en que no 
incurriera en una solución inconstitucional. Lo que no podemos hacer es que, como estamos todos de 
acuerdo, entonces violamos la Constitución. Eso es elemental. 


Repito: me parece que la vía interpretativa de la Constitución es el camino. El texto de la Constitución es lo 
suficientemente laxo, porque refiere a los "vehículos de transporte". Por ejemplo, una cosechadora no es un 
vehículo de transporte, pero capaz que alguno opina que sí y que tiene que estar gravada. Pero insisto en que 
el texto es laxo y podría interpretarse en el marco de criterios de razonabilidad. Eso sí, hay que tener cuidado 
para no entrar en regulaciones específicas, porque eso puede terminar agregando elementos de 
inconstitucionalidad a una ley que pretende solucionar un problema. Lo planteo porque aquella Intendencia 
que no quiera esa solución podrá impugnarla y obtener resultados favorables, lo que nos conduciría de nuevo 
al principio. 


Lo importante es que el Congreso de Intendentes, que es un órgano constitucionalmente establecido, no esté 
viabilizando una intervención legislativa en un campo que al Parlamento no le corresponde. Lo digo porque, 
a priori, me resisto a legislar pero, por otro lado, me avengo a hacerlo dentro de estos caminos que acabo de 
referir, porque hay que tener cuidado con la autonomía municipal cuando se trata de intentar solucionar un 
problema por la vía interpretativa de la Constitución y no por la regulación de un tema que es materia 
municipal. Esta es una posición personal que tiene cierto respaldo del sector político del Partido Nacional al 
que pertenezco. Estamos para contribuir a una solución; entonces, inclusive podemos compatibilizar estas 
cosas. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quiero dejar una constancia. Yo hice una intervención con respecto a un tema 
puntual, pero muchos colegas e Intendentes se han referido a otros elementos del proyecto de ley. 
Cuando la Comisión discuta estos temas daré mi opinión sobre las cuestiones que aquí se han 
planteado, que en muchos casos coincide con lo que se ha mencionado. 


Creo que lo más importante es el gran paso político que significa que el Congreso de Intendentes nos 
transmita esta voluntad política común, más allá de lo que ha sido la historia de este tema. Insisto en que lo 
fundamental es que hay una voluntad política común para atender esta cuestión que es de carácter nacional; 
más allá de algunos matices, me parece que hemos llegado a un punto en el que hay más coincidencias que 
diferencias. 


Escuché con atención al Presidente de la Comisión, que se encargó de plantear algunos temas clave. Tenemos 
alguna opinión formada al respecto, pero no vamos a transmitirla hoy; oportunamente debatiremos y 
trataremos de llegar a un consenso. No hablo de que podamos alcanzar unanimidades, pero sí, por lo menos, 
de que la ley tenga un apoyo importante de todo el sistema político, porque eso dará la pauta de la fortaleza 
de esta norma. Insisto: más allá de que formalmente alcanzaría con los votos de la mayoría, la voluntad es 
dictar una ley que recabe el mayor consenso posible y que represente una solución relativamente permanente, 
y lo digo en esos términos porque todos sabemos que la realidad es muy cambiante. Después de concretar esa 
solución los Intendentes, que son el brazo ejecutivo de los departamentos, podrán abocarse a trabajar, con la 
tranquilidad que merecen, en otros problemas mucho más urgentes que los referidos a la fuente de la que 
provienen los recursos, que son importantes pero no definitivos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No entiendo la aclaración. 

SEÑOR CÁNEPA.- Fue una constancia. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Aunque tengo una posición clara respecto a la tasa de circulación esto lo digo 
para contribuir, no para distorsionar que se aprobó en el Gobierno Departamental de Montevideo, la 


interpretación de la Constitución podía llegar en la medida en que uno considere que esa expresión "a 
los vehículos de transporte" es lo suficientemente laxa como para dar cabida a ese punto y no 


corresponde en el sentido de que lo que tratan de evitar ustedes es que se busquen mecanismos para 
cobrar lo que se deja de recaudar porque alguien circule o viva en un lugar y se empadrone en otro. 


Quería poner arriba de la mesa estos temas, no en función de abrir una discusión sino de que algunas de las 
intervenciones de los señores Intendentes entraron en terrenos en los cuales probablemente el Parlamento no 
pueda definir. Que acá esté la voluntad popular representada no quiere decir que nosotros podamos resolver 
cualquier cosa, porque la voluntad popular también está manifestada en los Gobiernos Departamentales. 


SEÑOR ASTI.- Me anoté nuevamente porque el intercambio de ideas llevó a la necesidad por lo menos 
en lo que a nosotros respecta de hacer alguna aclaración. 


Se hacía referencia a que la bancada del Frente Amplio había incluido en el artículo 2* el tema de la 
circulación habitual. Se pueden plantear las dudas, pero creo que de las palabras de los Intendentes surge que 
el tema que preocupa es el de los vehículos que circulan habitualmente en el departamento. Si bien la 
doctrina ha definido, a través de lo que dice la Constitución, que el conocido tributo de patente de rodados es 
un impuesto, también se ha preguntado un impuesto a qué, porque no es claro. Repito nuevamente que no soy 
jurista ni mucho menos, pero como el tema me ha importado desde hace mucho tiempo alguna cosa he leído 
al respecto. Hay un hecho muy claro, y es que la circulación tiene que ver con este impuesto, dado que a 
ninguna Intendencia se le ocurre gravar a aquellos vehículos de transporte, como dice la Constitución, que no 
circulen. Alcanza con no tener matrícula o devolverla creo que este régimen está establecido en todas las 
Intendencias para que no haya impuesto sobre el vehículo. O sea que, de alguna manera, hay un presupuesto 
que es la circulación. De lo contrario, podré tener una colección de vehículos guardados en mi 
establecimiento y la Intendencia no va a tener la potestad de gravarlos. Sobre eso no voy a hablar; vamos a 
dejar en todo caso para la discusión interna la posición de Rodríguez Villalba, Valdés de Blengio y Díaz 
Peluffo sobre el carácter que tiene este tributo en toda su historia, pero en particular luego de la Constitución 
de 1952 que tenía otras referencias a la actual redacción. O sea que, por lo tanto, acompaño la posición que 
reflejábamos en el proyecto de ley de que el domicilio sí, pero que dejemos abierta la reglamentación de la 
ley para cuando no coincida con la circulación permanente, a fin de poder determinarlo. Luego veremos 
cómo se hace. Esto es claro en las personas jurídicas, como ya se decía. 


También especificamos el tema de los contratos de "leasing"; creo que hay que buscar las soluciones legales 
que puedan determinarlo. 


Con respecto a quién va a reglamentar esto, el artículo 10 del proyecto de la bancada del Frente Amplio ya 
preveía que toda la reglamentación iba a ser en consulta con el Congreso de Intendentes. Los compañeros 
juristas me aclaran que no podríamos salirnos de ese tema sin violentar los preceptos constitucionales de a 
quién le corresponde reglamentar las leyes, por lo tanto no voy a abundar en ese sentido. 


En la intervención anterior hice una pregunta que creo no fue entendida como tal. Ahora la reitero como 
pregunta a la delegación del Congreso de Intendentes. ¿Cuál es la opinión del Congreso con respecto a la 
situación actual? Supongamos que se promulga la ley como estamos conversando, ¿qué pasa con los 
vehículos que no cumplen con las disposiciones? Eso no me quedó claro en la intervención de los 
Intendentes; sí hubo algún señor Diputado que mencionó que era de aquí para adelante. Nosotros 
establecíamos expresamente en nuestro proyecto un plazo que podrá ser de cinco, diez o quince años lo que 
digan los Intendentes; seguramente eso lo podemos discutir después. Pero quería expresamente conocer esa 
posición del Congreso de Intendentes. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Voy a ser extremadamente breve. Todo este relajo se armó a partir de la 
pregunta que hice al inicio, así que voy a aclarar que era una pregunta, no una posición estricta sobre 
ninguno de los puntos que estuvieron planteados, entre otras cosas porque la sesión de hoy no la 
habíamos fijado para esto sino fundamentalmente para escuchar la opinión de los Intendentes y del 
Congreso; obviamente, la discusión la daremos después. 


Sí creo que perfectamente se puede plantear la absoluta disposición a buscar una solución voy a reiterar esto 
en la línea del escrito que nos llegó hoy, que interpreta lo que ha sido la manifestación política de un órgano 
de la máxima importancia institucional en el Uruguay. Por lo tanto, creo que es eso lo que efectivamente 
iremos haciendo. Y el trabajo que tenemos por delante en el tiempo más breve posible es ver cuáles son las 


mejores soluciones dentro del marco constitucional. Digo esto simplemente como adelanto de voluntad 
política que creo claramente compartida en mi bancada pero también en general en la Comisión, hablo del 
trabajo en un intercambio lo más permanente posible en relación a las eventuales modificaciones que se 
pueden ir planteando a los proyectos que están arriba de la mesa, no por una realidad institucional sino por 
una realidad política absolutamente obvia. 


Si algunos departamentos eventualmente no quedaran conformes con la situación legal que se plantea, 
lógicamente esta ley podrá tener la coercitividad que tiene toda ley para aplicarse. Pero, en realidad, 
objetivamente no resolvemos el problema. Esto no requiere solo de una ley con todas las características que 
tiene una ley sino además, insisto esta es una opinión personal, requiere necesariamente del consenso político 
del Congreso de Intendentes. No estoy abdicando de la facultad de legislar que personalmente pueda tener, o 
que esta Casa pueda tener, pero repito: creo que este es de los temas en los que necesariamente, desde el 
punto de vista político, es imprescindible poder llegar a una solución legal que a su vez abarque un acuerdo 
del Congreso, en forma independiente de si se requiere o no desde el punto de vista legal. 


SEÑOR EHRLICH.- En mi primera intervención complementé la presentación del Presidente del 
Congreso describiendo la posición actual del Congreso de Intendentes y los distintos pasos que dimos 
en el correr de este nuevo Período. Ahora voy a dar algunas opiniones más personales. 


En primer lugar, debemos decir que llegamos con un sentimiento mixto. Por un lado, con alegría porque 
estamos cerca de dar los últimos pasos para resolver un problema probablemente se abrirán nuevas 
complejidades, pero entendemos que el paso que se puede dar es importante y, por otro, con un gran 
sentimiento de frustración por haber participado con todos de un enorme esfuerzo por resolver esto, como 
entendemos que correspondía, en el seno del Congreso. Se realizó un gran esfuerzo, en un Cuerpo que 
entendemos que ha crecido institucionalmente y que está trabajando complementando esfuerzos y 
capacidades en una forma satisfactoria. 


Es cierto que en este período algunas voces, quizás con mayor experiencia, decían que íbamos a terminar 
resolviendo el tema en un ámbito como este. Pero estamos acá y no podemos dejar de manifestar ese 
sentimiento mezclado. También hay que reconocer que el Congreso de Intendentes, a pesar de todo su 
esfuerzo, es un Órgano que también tiene limitaciones, porque se basa en consensos, en acuerdos que tienen 
que ser refrendados políticamente y, como señalaba el señor Presidente, luego tienen que ser sancionados por 
diecinueve Juntas Departamentales, pero estamos acá. 


Creo que ahora se nos presentan tres puntos de complejidad diferente. El primero, de donde parece que se 
dibujan consensos, pero con matices que hay que trabajar entiendo que es soluble y que es el punto central, es 
esa vinculación entre el hecho generador y el domicilio. Ese es el tema capital. Resolviendo esto en este 
ámbito, entonces se da un paso sustancial. 


En torno al domicilio, aparecen algunos matices. En la descripción que hace el Congreso del tema domicilio 
no tengo acá el texto de diciembre de 2005, cuando se acuerda esa definición, se menciona domicilio real, 
laboral o empresarial. Se puede ampliar, limitar, profundizar, pero creo que el tema, más allá de los matices 
que fueron señalados, es soluble. 


El segundo punto tiene que ver con lo siguiente. Se señaló la importancia de que la ley sea sencilla, clara y 
fuerte, que cause impacto y cuente con un fuerte respaldo de la ciudadanía, pero también tiene que ser rápida. 
Esta situación se ha arrastrado y estamos esperando la solución en este ámbito, pero tiene que ser rápido. De 
lo contrario, distintos patologías que se nos han ido instalando van a generar más perturbaciones y otras 
complejidades. Entonces, la rapidez es un tema central. 


La tercer complejidad refiere a los aspectos que quedan librados a la reglamentación. El artículo 10 del 
proyecto de la bancada del Frente Amplio es muy claro: se faculta al Poder Ejecutivo, en consulta con el 
Congreso de Intendentes, pero esto no puede ser vinculante como bien dice el artículo 10 si no estaríamos 
limitando las potestades del Poder Ejecutivo. 


Entonces, estos aspectos reglamentarios son los que nos pueden generar complejidades constitucionales. Por 
eso Insistíamos en la mayor cantidad de aspectos reglamentarios resueltos en el propio texto de la ley o 
buscar caminos como fueron sugeridos que pudieran obviar esas complejidades. 


Los aspectos reglamentarios centrales se refieren esencialmente a tres puntos. El primero, a domiciliación, 
por lo cual puede ser resuelto perfectamente sin necesidad de ser reglamentado con ulterioridad. El segundo 
tiene que ver con la retroactividad, que había sido mencionado en la última intervención del señor Diputado 
Asti. El Congreso no profundizó este tema. 


SEÑOR LACALLE POU.- Más que retroactividad debe referirse a la fecha de obligación. Creo que ni 
siquiera está planteada la retroactividad en este caso. 


SEÑOR EHRLICH.- Sí; la fecha de obligación. 


Las consultas que hemos hecho entre nosotros han sido informales; no ha sido discutido en el Cuerpo. Las 
opiniones que hemos ido recogiendo son desde la posición que está planteada en el proyecto de la bancada 
del Frente Amplio, que señala cinco años o los que se reglamente ulteriormente, hasta lo que es el momento 
del acuerdo del Congreso de Intendentes, que fue en diciembre de 2007, o el 31 de enero de 2008, cuando los 
diecinueve Intendentes confirmaron el acuerdo. Hay distintos momentos; es un tema que debemos discutir, 
pero que puede ser objeto de un acuerdo y que se incluya en el texto de la ley sin necesidad de reglamentarlo. 
De esta manera, obviamos otro punto. No es fácil, pero es soluble. 


También hay un aspecto que hace a las sanciones, que habría que profundizar. Entonces, tenemos que 
recorrer caminos posibles he escuchado distintas intervenciones que lo han sugerido sin entrar en posibles 
inconstitucionalidades, logrando salidas eficaces y, fundamentalmente me permito insistir,en tiempos cortos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de ambas Comisiones Integradas agradecemos la comparecencia 
de quienes representan al Congreso de Intendentes, con tan numerosa, prestigiosa y calificada 
delegación. 


Se levanta la reunión. 


ACTA DE RESOLUCIONES DE LA 55* SESIÓN ORDINARIA DEL 
CONGRESO DE INTENDENTES CELEBRADA EL 15 DE 
MAYO DE 2008 EN PUNTA DEL ESTE (MALDONADO). 


RESOLUCIÓN NO 8.-. 


Se recibe el informe de la Comisión Especial de Seguimiento de Patente de Rodados, resolviendo por 
unanimidad concurrir esta Comisión conjuntamente con la Mesa Representativa del Congreso de Intendentes 
a la Comisión de Constitución, Legislación y Códigos y la Comisión de Descentralización y Asuntos 
Municipales con el siguiente informe: 


"Montevideo, 12 de Mayo de 2008. 


1. Se ratifica en todos sus términos la vigencia de los acuerdos alcanzados en materia de patentes de rodados 
de aplicación en el corriente ejercicio plasmados en las actas números 51, 52, 53 y 54 de este Congreso. 


2. Se analizan los dos proyectos de ley sobre el tema del domicilio a los efectos de la patente de rodados, que 
se encuentran a estudio en el parlamento, o sea los presentados por los legisladores Ricardo Berois, Lacalle 
Pou y Silvia Ferreira del 21/12/00 y por Gustavo Bernini y Aníbal Pereyra del 15/04/08. 


3. Se entiende conveniente tomar del primero de los proyectos la aplicación de un certificado notarial para 
comprobar el domicilio y habilitar en su caso su impugnación judicial en los términos expresados en su 
artículo 2", salvo la última parte que obliga a remitir lo percibiendo de una a otra Intendencia. 


4. Se observa que respecto al proyecto Bernini - Pereyra existe diversidad de opiniones en varios aspectos 
fundamentalmente vinculados con el otorgamiento al Poder Ejecutivo de facultades de reglamentación (2: 
inciso del Art, 2, 2 y 3 incisos Art. 3, última parte del Art. 7, Art. 8 y Art. 10). 


5. Se entiende conveniente que la ley incorpore en lo posible los distintos aspecto en todos los temas tales 
como definición de domicilio, forma de probarlo, sanciones y sus graduaciones etc. 


6. Se entiende conveniente que la ley prevea que todos aquellos aspectos en los que corresponda algún tipo 
de aclaración sobre sus términos o aplicación, se estará a lo que el Congreso de Intendentes apruebe por una 
mayoría especial por ejemplo de 3/5 de sus integrantes. 


7. En relación a la determinación de que vehículos quedan exceptuados de la aplicación del régimen de 


domicilio fijada por la ley, en función de su antigúedad de empadronados en un departamento (art. 8 del 
proyecto Bernini-Pereyra) se requiere del Congreso definición al respecto". 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


